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RECURSO DE REVISIÓN  243/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 


ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

AYUNTAMIENTO DE VENADO, SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL Y OTRAS AUTORIDADES.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 19 diecinueve de enero de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00417916 cero, cero, cuatrocientos diecisiete mil novecientos dieciséis, el 26 veintiséis de septiembre de 2016 dos mil dieciséis el MUNICIPIO DE VENADO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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Informacion (sic) sobre personas detenidas por la Policia (sic) Municipal, que se encuentran entre los 12 y 29 años de edad, entre los años 2010 hasta agosto de 2016, donde se señale lugar y fecha, edad, sexo y el acto por el cual se le detuvo. 


SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 27 veintisiete de septiembre de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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Buen día, le envió respuesta a lo solicitado, esperando sea de gran utilidad.

saludos.
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Asunto El que se indica.

Venado, S.L.P., a 27 de septiembre de 2016.

C.
Presente:

Quien suscribe la presente Ma. Guadalupe Hernandez Castro, Titularde la unidad
de Informacioén, doy contestacion a la solicitud con nimero de folio 00417916 recibida el
26 de septiembre de 2016 a las 11:40 hrs, donde se requiere la informacion sobre

personas detenidas por Policia Municipal que se encuentran entre 12 y 29 afios de edad,
entre los afos 2010 al 2016, expongo lo siguiente:

“Dado el cambio por decreto por parte del gobernador del Estado, donde se solicita
el cierre de diversas carceles distritales, incluida la de Venado, todos los archivos asi
como los reclusos fueron trasladados a la ciudad de Matehuala, por lo tanto esta

dependencia no tiene alglin registro, dado que no dependia del Municipio, sino
directamente del Estado.”

Se le recomienda envié su solicitud directamente al XI Juzgado de Distrito,
localizado en esta cabecera municipal, para que reciba la informacion que usted requiere.

Sin otro particular por el momento, le envié un afectuoso saludo.

Atentamente

gl

Ma. Guadalupe Hernandez Castro.
Titular de la Unidad de Transparencia.
Venado, S.L.P.

C.c.p. Unidad de Informacion.
C.c.p. Cegaip

“2016, afio de Rafael Nieto Compeéan, promotor del sufragio femenino y la autonomia universitaria”.




TERCERO. Interposición del recurso. El 18 dieciocho de octubre de octubre de 2016 dos mil dieciséis, mediante registro RR00036516 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que ese mismos día quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 18 dieciocho de octubre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 20 veinte de octubre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-243/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al AYUNTAMIENTO DE VENADO, SAN LUIS POTOSÍ por conducto del PRESIDENTE MUNICIPAL a través del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.
Por último, la ponente del presente asunto de conformidad con los acuerdos del Pleno de esta Comisión de Transparencia 198/2016 y 199/2016 del 14 catorce de julio de ese año amplió el plazo para resolver el presente asunto.


SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 16 dieciséis de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido los oficios UT0394/10/2016 y UT0298/10/2016, firmados respectivamente por el PRESIDENTE MUNICIPAL y por el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado, junto con siete anexos cada uno.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiese causar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 27 veintisiete de septiembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 28 veintiocho de septiembre al 19 diecinueve de octubre. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 1 uno, 2 dos, 8 ocho, 9 nueve, 15 quince y 16 dieciséis de octubre; así como el día 12 doce de ese mes por ser también inhábil.

· Consecuentemente si el 18 dieciocho de de octubre de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe.

SEXTO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

En la especie, tanto el PRESIDENTE MUNICIPAL como el TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN del sujeto obligado cuando rindieron su informe ante esta Comisión de Transparencia adjuntaron un documento que dijo ser la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública.


Así, aunque expresamente esos servidores públicos no pidieron que se sobreseyera el presente recurso, está Comisión de Transparencia analiza la procedencia del mismo en virtud de que de acuerdo con la Ley de Transparencia el sobreseimiento es una cuestión de orden público que impide, como se ha dicho, entrar al fondo del asunto. 


6.1. Objetivo de la Ley de Transparencia.


Ahora, es necesario precisar que
 de conformidad con el segundo párrafo, del artículo 1°
 de la Ley de Transparencia, uno de los objetivos de ésta es garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. 
6.2. Supuesto para el sobreseimiento.


Ahora, el artículo 180, de la Ley de Transparencia establece que:

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:
[…]
III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o


Ahora, como se dijo, aunque la autoridad no alegó a esta Comisión de Transparencia de forma expresa que se estaba en presencia de la fracción III, del artículo citado, este órgano colegiado analiza la misma, en virtud de que dicha fracción refiere que  cuando el ente obligado como responsable de lo que se le reclama, modifica su acto de tal manera de que se llegue al extremo de que el presente recuso quede sin materia y que ello se logra a través de que la autoridad entregue la respuesta, la información o bien, otra circunstancia en la que permita el sobreseimiento y que lo anterior sea notificado al solicitante de la información.

6.3. Notificación de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública.


Por ende, para que el sobreseimiento se pueda actualizar, es necesario que el sujeto obligado acredite que efectivamente el ahora recurrente ya se allegó de esa respuesta, mediante la debida notificación.


Ahora, está Comisión de Transparencia al analizar las constancias que los sujetos obligados rindieron en sus alegatos, no se encuentra la notificación que le hayan hecho al ahora recurrente en donde le den a conocer el contenido del oficio V-698/16
 firmado por el Director de Seguridad Pública del municipio de Venado en donde de acuerdo a éste se contiene la información.


Así, en la especie, no elementos que permitan a esta Comisión de Transparencia que la nueva respuesta a la solicitud de acceso a la información pública haya sido notificada. 

Por ende, para que exista el sobreseimiento, se debe de acreditar que el solicitante haya sido notificado de la nueva respuesta por el medio que designó para oír y recibir notificaciones, en el caso mediante su correo electrónico, así como tampoco está demostrado que se haya hecho alguna otra notificación por otro medio. 


De ahí que el presente asunto no se puede sobreseer ya que no está cumplido uno de los elementos para acreditar el sobreseimiento.


6.4. Conclusión sobre el sobreseimiento.

Así pues, como quedó visto, la autoridad no justificó haber notificado al solicitante la respuesta, de tal manera que en el presente recurso no se actualice el sobreseimiento, pues para ello era necesario que el recurrente se allegara de todos aquéllos elementos necesarios para  obtener la información que solicitó.
SÉPTIMO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.

OCTAVO. Estudio de los agravios. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios de conformidad con lo siguiente.
8.1. Agravios.


El recurrente expresó como motivo de inconformidad que con base en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en el artículo 29 se menciona que son atribuciones operativas de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal y que en su fracción XI, señala que es instrumentar un sistema de acopio de datos que permita el estudio especializado de las incidencias delictivas. Por lo que el recurrente reiteró su solicitud de acceso a la información pública.


8.1.1. Agravio fundado.


Es fundado lo alegado por el recurrente según se expone a continuación:

Recordemos qué fue lo que el referido pidió a la autoridad y que fue la información sobre personas detenidas por la Policía Municipal, que se encuentran entre los 12 y 29 años de edad, entre los años 2010 dos mil diez hasta agosto de 2016 dos mil dieciséis en donde se le señalara lugar y fecha, edad, sexo y el acto por el cual se le detuvo. 


Y la autoridad le respondió que:
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personas detenidas por Policia Municipal que se encuentran entre 12 y 29 afios de edad,
entre los afios 2010 al 2016, expongo lo siguiente:

“Dado el cambio por decreto por parte del gobernador del Estado, donde se solicita
el cierre de diversas carceles distritales, incluida la de Venado, todos los archivos asi
como los reclusos fueron trasladados a la ciudad de Matehuala, por lo tanto esta

dependencia no tiene alglin registro, dado que no dependia del Municipio, sino
directamente del Estado.”

Se le recomienda envié su solicitud directamente al XI Juzgado de Distrito,
localizado en esta cabecera municipal, para que reciba la informacion que usted requiere.

Sin otro particular por el momento, le envié un afectuoso saludo.





Como se ve, la autoridad afirma que no contiene la información, porque de acuerdo a ella, esa información fue trasladada al municipio de Matehuala, San Luis Potosí en virtud del decreto del Gobernador del Estado donde solicitó el cierre de diversas cárceles distritales. 


Sin  embargo, contrario a lo sostenido por la autoridad en la especie, ésta si estaba obligada a conservar la información de acuerdo con lo siguiente:


Los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado refieren:

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones o bien, que en los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

De ahí que, lo anterior tiene estrecha relación con los artículos 5°, fracciones III, V, VIII y IX, 6°, primer párrafo, 29, fracción XI, 90, primer párrafo, 93, 94 y 95 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí que refieren:

ARTICULO 5°. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

[…]

III. Bases de datos criminalísticas y de personal: la información estatal, impresa o electrónica contenida en ellas en materia de, detenciones, información criminal, personal de seguridad pública, servicios de seguridad privada, armamento y equipo, vehículos, huellas dactilares, registro público vehicular, sentenciados, barandillas, y las demás necesarias para la operación del Sistema.

[…]

V. Cuerpos de seguridad: estructura del personal con funciones operativas o sustantivas dentro de las tareas de seguridad pública, que se encuentra bajo subordinación del mando dentro de la escala jerárquica;

[…]

VIII. Elemento de seguridad pública: Los integrantes de los cuerpos de seguridad pública que ostenten ese carácter mediante nombramiento o instrumento jurídico equivalente, expedido por autoridad competente;

IX. Instituciones de seguridad pública: instituciones policiales, de procuración de justicia, del sistema penitenciario, y dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel local y municipal;

ARTICULO 6°. Las instituciones de seguridad pública establecerán bases de datos sobre la materia en sus ámbitos de competencia, acorde con el Sistema Nacional, así como los lineamientos y criterios que emita el Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal…

ARTICULO 29. Son atribuciones operativas de los cuerpos de seguridad pública municipal:

[…]

XI. Instrumentar un sistema de acopio de datos que permita el estudio especializado de las incidencias delictivas;

ARTICULO 90. El Estado y los ayuntamientos deben recabar, sistematizar, intercambiar y suministrar la información sobre seguridad pública, mediante instrumentos tecnológicos idóneos que permitan fácil y rápido acceso a los usuarios autorizados por la ley, instituyendo el Sistema Estatal de Información Sobre Seguridad Pública, y coordinándose con la Federación, a fin de coadyuvar al Sistema Nacional de Información para la Seguridad Pública.
ARTICULO 93. El sistema de información sobre seguridad pública se integrará entre otros, con los siguientes registros: de personal de seguridad pública; de armamento y equipo; de informe policial homologado; estadísticas sobre seguridad; administrativo de detenciones; y de las empresas de seguridad privada.

ARTICULO 94. Los elementos de seguridad pública que realicen detenciones, deberán dar aviso administrativo de inmediato al Centro Nacional de Información, de la detención, a través de la captura del Informe Policial Homologado, de conformidad con lo dispuesto por la Ley General del Sistema de Seguridad Pública; informe que debe contener de acuerdo con dicho ordenamiento los siguientes datos:

I. El área que lo emite;

II. El usuario capturista;

III. Los datos generales de registro;

IV. Motivo, que se clasifica en;

a) Tipo de evento

b) Subtipo de evento;

V. La ubicación del evento y, en su caso, los caminos;
VI. La descripción de hechos que deberá detallar, modo, tiempo, y lugar, entre otros datos;
VII. Entrevistas realizadas, y
VIII. En caso de detenciones:

a) Señalar los motivos de la detención.

b) Descripción de la persona.

c) El nombre del detenido y apodo, en su caso.

d) Descripción del estado físico aparente.

e) Objetos que le fueron encontrados.

f) Autoridad a la que fue puesto a disposición.

g) Lugar en el que fue puesto a disposición.

El informe debe ser completo; los hechos deben describirse con continuidad, cronológicamente y resaltando lo importante; no deberá contener afirmaciones sin el soporte de datos o hechos reales, por lo que deberá evitar información de oídas, conjeturas o conclusiones ajenas a la investigación.

ARTICULO 95. Las instituciones de seguridad pública contarán contar con registros administrativos en donde conste la detención o ingreso a los separos; estos deben contener, al menos, los siguientes datos:
I. Nombre y, en su caso, alias del detenido;
II. Domicilio, fecha de nacimiento, estado civil, grado de estudios, y ocupación o profesión;
III. Descripción física;
IV. Grupo étnico al que pertenezca, en su caso;
V. Motivo, circunstancias generales, lugar, fecha, y hora en que se haya practicado la detención;
VI. Nombre de quién o quiénes hayan intervenido en la detención; en su caso, rango y área de adscripción, y
VII. Lugar a donde será trasladado el detenido.

De lo expuesto está claro que, en la especie la información que le fue solicitada al sujeto obligado deriva del ejercicio de sus facultades, competencias y funciones ya que se presume que la misma debe de existir de acuerdo con las disposiciones vistas, en las que tenemos que:

· Que la bases de datos criminalísticas es la información estatal, impresa o electrónica contenida en ellas en materia de, detenciones e información criminal, sentenciados y barandillas.
· Que los cuerpos de seguridad es la estructura del personal con funciones operativas o sustantivas dentro de las tareas de seguridad pública, que se encuentra bajo subordinación del mando dentro de la escala jerárquica.

· Que el elemento de seguridad pública son los integrantes de los cuerpos de seguridad pública que ostenten ese carácter mediante nombramiento o instrumento jurídico equivalente, expedido por autoridad competente.

· Que las instituciones de seguridad pública son las instituciones policiales, del sistema penitenciario, y dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel local y municipal.
· Que las instituciones de seguridad pública establecerán bases de datos sobre la materia en sus ámbitos de competencia, acorde con el Sistema Nacional. 
· Que son atribuciones operativas de los cuerpos de seguridad pública municipal instrumentar un sistema de acopio de datos que permita el estudio especializado de las incidencias delictivas.

· Que los ayuntamientos deben recabar, sistematizar, intercambiar y suministrar la información sobre seguridad pública, mediante instrumentos tecnológicos idóneos que permitan fácil y rápido acceso a los usuarios autorizados por la ley, instituyendo el Sistema Estatal de Información Sobre Seguridad Pública, y coordinándose con la Federación, a fin de coadyuvar al Sistema Nacional de Información para la Seguridad Pública.
· Que el sistema de información sobre seguridad pública se integrará entre otros, con los registros administrativo de detenciones.
· Que los elementos de seguridad pública que realicen detenciones, deberán dar aviso administrativo de inmediato al Centro Nacional de Información, de la detención, a través de la captura del Informe Policial Homologado, de conformidad con lo dispuesto por la Ley General del Sistema de Seguridad Pública; informe que debe contener de acuerdo con dicho ordenamiento los datos, entre otros de, el área que lo emite, el usuario capturista, los  datos generales de registro, motivo –que se clasifica en tipo de evento, subtipo de evento–, la ubicación del evento y, en su caso, los caminos, la descripción de hechos que deberá detallar, modo, tiempo, y lugar, entre otros datos, entrevistas realizadas, y en caso de detenciones, deben señalar los motivos de la detención, descripción de la persona, el nombre del detenido y apodo, en su caso, descripción del estado físico aparente, objetos que le fueron encontrados, autoridad a la que fue puesto a disposición y lugar en el que fue puesto a disposición.
· Que las instituciones de seguridad pública contarán con registros administrativos en donde conste la detención o ingreso a los separos y que éstos deben contener, al menos nombre y, en su caso, alias del detenido, domicilio, fecha de nacimiento, estado civil, grado de estudios, y ocupación o profesión, descripción física, grupo étnico al que pertenezca, en su caso y motivo, circunstancias generales, lugar, fecha, y hora en que se haya practicado la detención.

Ahora, es necesario precisar que por más que el sujeto obligado haya, como lo dijo en su respuesta, enviado la información, en el caso al municipio de Matehuala, San Luis Potosí, ello no es motivo suficiente para negar la información, ello debido a que como ha quedado visto, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí no establece circunstancia alguna de esa naturaleza.

Por el contrario, la Ley de Archivos en sus artículos 2°, 5°, 6°, 7°, fracción IV, V, V, VII, XXIII, XL y 11, fracción VI refieren que:
ARTÍCULO 2º. Todo documento sin importar su formato que sea producido por los servidores públicos en función de su cargo, así como aquellos documentos recibidos en el contexto del desempeño institucional, son bienes públicos que constituyen el Acervo Documental Propiedad del Estado, por lo que bajo ningún concepto los mismos pueden considerarse propiedad de las personas que los produjeron.

ARTÍCULO 5º. Los principios archivísticos que deberán observar los sujetos obligados en el funcionamiento, regulación, organización, difusión y conservación de la documentación e información generada bajo su resguardo, son:

I. Orden original: Respetar la clasificación archivística y el orden establecido por la unidad generadora;

II. Procedencia: Mantener cada fondo documental producido por una dependencia o entidad y distinguirlo de otros fondos semejantes;

III. Disponibilidad: Adopción de medidas pertinentes para una pronta localización de documentos de archivo;

IV. Conservación: Acciones directas e indirectas que buscan la adecuada preservación de los archivos para que mantengan íntegras sus propiedades tangibles e intangibles, proporcionando las condiciones administrativas y tecnológicas adecuadas;

V. Transparencia: Asegurar que la información documental contenida en los archivos de trámite y concentración sea manejada de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, y

VI. Confidencialidad: Respeto por los datos personales relativos a características e información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentre en posesión de algunos de los sujetos obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.

ARTÍCULO 6º. Los objetivos específicos de esta Ley son:

I. Garantizar la localización y disposición de documentos a través de sistemas modernos de organización y conservación de los archivos;

II. Contribuir a la eficiencia administrativa, la correcta gestión gubernamental y el avance institucional;

III. Asegurar el acceso oportuno a la información y con ello la rendición de cuentas, mediante la adecuada administración y custodia de los archivos que contienen información pública;

IV. Conservar, organizar y facilitar la consulta de los archivos administrativos e históricos, atender las necesidades de la gestión pública, al igual que promover la investigación histórica documental;

V. Promover que las personas encargadas de la administración, el resguardo, la conservación y mantenimiento de los archivos sean profesionistas capacitados en la materia;

VI. Favorecer la utilización de tecnologías de la información para mejorar la administración de los archivos de los sujetos obligados;

VII. Establecer mecanismos para la colaboración de las autoridades estatales y municipales con las federales, en materia de archivos, y

VIII. Contribuir a la creación de una cultura de aprecio por los archivos como una herramienta indispensable para una gestión gubernamental eficiente.

ARTÍCULO 7º. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por:

[…]

IV. Archivo: Conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades;

V. Archivo administrativo: Conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados;

VI. Archivo de concentración: Conjunto orgánico de documentos que contiene de forma precautoria los documentos, cuya consulta es esporádica por parte de los sujetos obligados, y que deben conservarse por razones administrativas, legales, fiscales o contables;

VII. Archivo de trámite: Conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las función pública de los sujetos obligados;

[…]


XXIII. Documento: Registros que documentan y dan testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser de cualquier medio o formato;

[…]


XL. Vigencia documental: Periodo durante el cual un documento de archivo mantiene su valor administrativo, legal, fiscal o contable, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.

ARTÍCULO 11. Los sujetos obligados productores del Acervo Documental Propiedad del Estado, serán responsables del manejo directo y conservación de sus documentos, y tendrán las siguientes obligaciones:

[…]

VII. Asegurar el adecuado mantenimiento de los documentos, garantizando la integridad física y funcional de toda la documentación desde el momento de la emisión, durante su periodo de vigencia, hasta su disposición final, y


Por lo visto y, de las anteriores disposiciones tenemos:

· Que todo documento sin importar su formato que sea producido por los servidores públicos en función de su cargo, así como aquellos documentos recibidos en el contexto del desempeño institucional, son bienes públicos que constituyen el Acervo Documental Propiedad del Estado, por lo que bajo ningún concepto los mismos pueden considerarse propiedad de las personas que los produjeron.
· Que los principios archivísticos que deberán observar los sujetos obligados en el funcionamiento, regulación, organización, difusión y conservación de la documentación e información generada bajo su resguardo, son de:

·  Orden original: de respetar la clasificación archivística y el orden establecido por la unidad generadora–.

· Procedencia: Mantener cada fondo documental producido por una dependencia o entidad y distinguirlo de otros fondos semejantes.

· Disponibilidad: Adopción de medidas pertinentes para una pronta localización de documentos de archivo.

· Conservación: Acciones directas e indirectas que buscan la adecuada preservación de los archivos para que mantengan íntegras sus propiedades tangibles e intangibles, proporcionando las condiciones administrativas y tecnológicas adecuadas.

· Transparencia: Asegurar que la información documental contenida en los archivos de trámite y concentración sea manejada de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

· Confidencialidad: Respeto por los datos personales relativos a características e información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentre en posesión de algunos de los sujetos obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.

· Que los objetivos específicos de esa Ley de Archivos son garantizar la localización y disposición de documentos a través de sistemas modernos de organización y conservación de los archivos, contribuir a la eficiencia administrativa, la correcta gestión gubernamental y el avance institucional, asegurar el acceso oportuno a la información y con ello la rendición de cuentas, mediante la adecuada administración y custodia de los archivos que contienen información pública, conservar, organizar y facilitar la consulta de los archivos administrativos e históricos, atender las necesidades de la gestión pública, al igual que promover la investigación histórica documental, promover que las personas encargadas de la administración, el resguardo, la conservación y mantenimiento de los archivos sean profesionistas capacitados en la materia, favorecer la utilización de tecnologías de la información para mejorar la administración de los archivos de los sujetos obligados, establecer mecanismos para la colaboración de las autoridades estatales y municipales con las federales, en materia de archivos.
· Que archivo, es el conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades.

· Que archivo administrativo es el conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados.

· Que archivo de concentración, es el conjunto orgánico de documentos que contiene de forma precautoria los documentos, cuya consulta es esporádica por parte de los sujetos obligados, y que deben conservarse por razones administrativas, legales, fiscales o contables.

· Que archivo de trámite es el conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las función pública de los sujetos obligados.

· Que documento es el registro que documentan y dan testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser de cualquier medio o formato.

· Que la vigencia documental es el periodo durante el cual un documento de archivo mantiene su valor administrativo, legal, fiscal o contable, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.
· Que los sujetos obligados productores del Acervo Documental Propiedad del Estado, serán responsables del manejo directo y conservación de sus documentos, y tiene las obligaciones de asegurar el adecuado mantenimiento de los documentos, garantizando la integridad física y funcional de toda la documentación desde el momento de la emisión, durante su periodo de vigencia, hasta su disposición final.

En relación a lo anterior, está claro que el aquí sujeto obligado debe, en primer lugar conservar la información y,  en segundo lugar y, en todo caso sí hizo el traslado de la información debió de comprobar dicha situación, pues ya ha quedado visto que tanto de la Ley de Sistema de Seguridad Pública del Estado y la Ley de Archivos, la primera lo obliga a generar la información y la segunda a conservar ésta, de ahí que no sea válido lo argumentado por la autoridad en el sentido de que la información la trasladó a otro sitio con motivo del cierre de la cárcel distrital cuando que, esa situación no lo acreditó, ni dio circunstancias de tiempo, modo y lugar, pues no es válido únicamente que haya referido que ello fue con base en un decreto. 

Ahora bien, la autoridad debió pronunciarse sobre lo solicitado por el recurrente ya sea en el sentido de entregar la información o bien, declarar la inexistencia de la misma y, sobre éste último supuesto debe de seguir el procedimiento para declarar la inexistencia de la información de acuerdo con los artículos 19, 52, fracciones II y II, 160, fracciones I, II y III y 161, de la Ley de Transparencia que establecen lo siguiente:

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Dichos preceptos son claros al referir que, como ya también se ha mencionado, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y que en caso de que lo anterior no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

Por ende, cada Comité de Transparencia del sujeto obligado tiene la función de confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de declaración de inexistencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados, para ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no poseen la información.


De ahí que, cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

a. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información.

b.  En caso de no lograr lo anterior, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

c. Y, ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.

d.  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


Lo anterior quedó evidenciado que no se llevó a cabo, pues ya se ha dicho que no hubo pronunciamiento alguno en ese sentido.


Así, en caso de inexistencia de la información se debe de explicar porqué no se ha generado dicha información, pues ya quedó visto que en la especie si hay disposiciones que lo obligan a hacerlo.


Por ende, mientras tanto no se demuestre la inexistencia de la información solicitada, mediante el procedimiento respectivo por el Comité de Transparencia, se presume que la misma debe de existir y, por ende entregarse.


7.1.2. Informe de los sujetos obligados.


En su informe tanto el PRESIDENTE MUNICIPAL y el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA manifestaron que
:

[image: image5.png]Por otra parte, en cuanto a los detenidos por la Policia Municipal adscrita al
Departamento de Seguridad Publica Municipal, dentro de este Municipio de Venado,
me permito anexar oficio numero V-698/16, de fecha 21 de octubre del 2016
expedido por el CMDTE JOSE ADAN ALVARADO VIERA, Director de Seguridad
Publica Municipal de Venado, San Luis Potosi, quien acredita su personalidad con
copia debidamente certificada de nombramiento, expedido por el Presidente
Municipal del citado Ayuntamiento; oficio donde nos hace referencia e informa sobre
lo ya solicitado por la parte promovente, en cuanto a detenciones por faltas
administrativas.

De acuerdo al articulo 151, de la Ley de Transparencia vigente en el estado, se
hace de su conocimiento que dicha informacion, se encuentra debidamente
asentada, en un libro de registro de detenidos, bajo resguardo del Departamento de
Seguridad Publica y no en una base de datos en electronico, informacién que por
su naturaleza omito exhibir copia, hasta en tanto no me sea solicitada, ya que la
informacion ahi referida es confidencial, por asi contener datos personales de los

mismos, tal como lo establecen el articulo 119 y 138 de la ley de la materia.





Sobre la primera parte de lo expuesto, esta Comisión de Transparencia ya se pronunció –al momento de que se analizó el sobreseimiento–.

Ahora, por lo que toca a la segunda parte o párrafo del informe, esta Comisión de Transparencia se pronuncia de dos maneras a saber.


La primera, en el sentido de que no poseen la información electrónica, sobre ello, los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:
ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.
ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 
[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.

De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 

En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.

Además, de que sólo en caso de que la autoridad no tenga la información en la modalidad solicitada, entonces debe pronunciarse sobre la imposición del artículo 165
, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia, que le impone la obligación de que, en caso de no poder entregar la información en la modalidad solicitada, entonces debe de expresar en su respuesta que la información va a ser entregada, sin costo –cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples, esto es, las primeras veinte hojas era de forma gratuita, ello para garantizar el acceso a la información en cuanto al principio de gratuidad– que en el caso no es aplicable lo último, pues en el caso, por no contestar en tiempo la autoridad debe de proporcionar la información sobre las primeras veinte fojas de manera gratuita, es decir, que si va a entregar la información en una modalidad diferente a la electrónica, el costo de la reproducción de la información corre a cargo de la autoridad sobre la primeras veinte fojas.

Por esa razón como regla debe de entregar la información en la modalidad en que fue solicitada y, como excepción en el estado en que se encuentre, de forma gratuita las primeras veinte hojas, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.


Y la segunda, en el sentido de que los sujetos obligados refirieron que la información es confidencial, dicho argumento resulta infundado por lo siguiente:

El artículo 97 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí refiere que:

ARTICULO 97. La información capturada en el Registro Administrativo de Detenciones es confidencial y reservada. A dicha información sólo tendrán acceso:
I. Las autoridades competentes en materia de investigación, persecución y sanción del delito, para los fines que se prevean en los ordenamientos legales aplicables, y
II. Los probables responsables, estrictamente para la rectificación de sus datos personales y para solicitar que se asiente en el mismo el resultado del procedimiento penal, en términos de las disposiciones legales aplicables.
Bajo ninguna circunstancia se proporcionará a terceros información contenida en el Registro. El Registro no podrá ser utilizado como base de discriminación, vulneración de la dignidad, intimidad, privacidad u honra de persona alguna.

Al servidor público que quebrante la reserva del Registro, o proporcione información sobre el mismo, se le sujetará al procedimiento de responsabilidad administrativa o penal, según corresponda. 

Dicho artículo es claro al referir que la información capturada en el Registro Administrativo de Detenciones es confidencial. 

Y que a dicha información sólo tendrán acceso, las autoridades competentes en materia de investigación, persecución y sanción del delito, para los fines que se prevean en los ordenamientos legales aplicables, y los probables responsables, estrictamente para la rectificación de sus datos personales y para solicitar que se asiente en el mismo el resultado del procedimiento penal, en términos de las disposiciones legales aplicables.

Además de que el artículo en cita refiere que bajo ninguna circunstancia se proporcionará a terceros información contenida en el registro, porque el registro no podrá ser utilizado como base de discriminación, vulneración de la dignidad, intimidad, privacidad u honra de persona alguna.

Por lo que al servidor público que quebrante la reserva del registro, o proporcione información sobre el mismo, se le sujetará al procedimiento de responsabilidad administrativa o penal, según corresponda. 


Ahora y, por su parte los preceptos 3°, fracciones XI y XII, 24, fracción VI, 114, 125, 138 y 142  de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado mencionan que:

ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

[…]

XI. Datos personales: toda información sobre una persona física identificada o identificable, como lo es la relativa a su origen étnico o racial, características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, correo electrónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, afiliación sindical, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, información genética, preferencia sexual, y otras análogas que afecten su intimidad.

Se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social;

[…]

XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a  entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales;

ARTÍCULO 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones siguientes, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:

[…]

VI. Proteger y resguardar la información clasificada como reservada o confidencial;

ARTÍCULO 114. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente Título.

Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y, en ningún caso, podrán contravenirla.

Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en, la Ley General y esta Ley.

ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.

ARTÍCULO 138. Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello.
Se considera como información confidencial: los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.
Asimismo, será información confidencial aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
ARTÍCULO 142. Para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información.
No se requerirá el consentimiento del titular de la información confidencial cuando:
I. La información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público; 

II. Por ley tenga el carácter de pública;
III. Exista una orden judicial;
IV. Por razones de salubridad general, o para proteger los derechos de terceros, se requiera su publicación, o 

V. Cuando se transmita entre sujetos obligados y entre éstos y los sujetos de derecho internacional, en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales, siempre y cuando la información se utilice para el ejercicio de facultades propias de los mismos.
Para efectos de la fracción IV del presente artículo, la CEGAIP deberá aplicar la prueba de interés público. Además, se deberá corroborar una conexión patente entre la información confidencial y un tema de interés público y la proporcionalidad entre la invasión a la intimidad ocasionada por la divulgación de la información confidencial y el interés público de la información.


Así tenemos:

· Que dato personal toda información sobre una persona física identificada o identificable.
· Que se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social.

· Que información confidencial es  la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales a toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.

· Que los sujetos obligados deberán cumplir con la obligación de proteger y resguardar la información clasificada como confidencial.

· Que los supuestos de confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y, en ningún caso, podrán contravenirla.
· Que cuando un documento contenga partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.
· Que se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable.
· Que  la información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
· Que para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información.
· Que no se requerirá el consentimiento del titular de la información confidencial cuando la información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público,  por ley tenga el carácter de pública, exista una orden judicial, por razones de salubridad general, o para proteger los derechos de terceros, se requiera su publicación, o cuando se transmita entre sujetos obligados y entre éstos y los sujetos de derecho internacional, en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales, siempre y cuando la información se utilice para el ejercicio de facultades propias de los mismos. 

Consecuentemente, el bien jurídico tutelado de la información confidencial es resguardar los datos de las personas en posesión de los sujetos obligados que sean identificables, en el caso, de la información que solicitó el ahora recurrente no puede tenerse en su totalidad como información confidencial como lo refirieron los sujetos obligados en su informe, pues prevalece el principio de máxima publicidad previsto en el artículo 6°, apartado A, primera fracción de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que es de suma importancia dar a conocer datos de detenciones, como es el caso, pues éstos datos, es decir, los solicitados por el recurrente no identifican a persona alguna, por el contrario sólo reflejan información estadística, así como otras circunstancias, como el lugar y fecha y motivo de la detención, edad, sexo del detenido, empero, el solicitante ahora recurrente nunca pidió tener acceso al documento íntegro del registro de detenciones, se insiste, por ende, de la información solicitada no puede identificarse a los detenidos.


Por ende, a juicio de esta Comisión de Transparencia el citado artículo 97 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, concatenado con los citados artículos previstos en materia de confidencialidad en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en el caso particular no resulta aplicable, pues efectivamente la prohibición del artículo citado de no proporcionar la información contenida y capturada en el Registro Administrativo de Detenciones es cuando se den a conocer todos los datos que integran el referido artículo 97 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, esto es, que sí hay prohibición expresa cuando se proporcionen todos los datos e información contenida en dicho registro, o sea, cuando se haga identificable las personas lo que en el caso no sucede, pues la solicitud de acceso a la información pública trata de información estadística y demás datos que no hacen identificable a persona alguna.   

Es por ello que lo alegado por la autoridad es infundado. 


7.2. Temporalidad de la información.


Es necesario precisar que el solicitante pidió información desde el año 2010 dos mil diez, empero la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí  el 28 veintiocho de marzo de 2012 dos mil doce y entró en vigor al día siguiente de su publicación según su artículo primero transitorio, por ende, la información que deberá de proporcionar el sujeto obligado será la generada a partir de la entrada en vigor de dicha ley.

7.3. Inexistencia de la información.


Ahora, en caso de que la información no exista, la autoridad debe declarar formalmente la inexistencia de la misma de acuerdo al procedimiento establecido en la propia Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y que ya quedó visto en párrafos anteriores. 

7.4. Sentido y efectos de la resolución.

En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado y por lo tanto, conmina a los entes obligados para que entreguen al solicitante la información sobre:
· Las personas detenidas por la policía municipal que se encuentren entre los 12 doce y 29 veintinueve años de edad en donde se especifique:

I. El lugar de la detención.

II. La fecha de la detención.

III. El motivo de la detención.

IV. La edad de la persona detenida.

V. El sexo de la persona detenida.


Toda esta información durante el periodo comprendido a partir del 29 veintinueve de marzo de 2012 dos mil doce hasta agosto de 2016 dos mil dieciséis.

7.5. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

·  En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada y, en caso de que el sujeto obligado no contenga la información  en esa modalidad, entonces deberá de permitir la reproducción gratuita de las primeras veinte fojas y el resto deberá de cobrar el precio de la reproducción excedente. En el entendido de que en el último supuesto deberá de proporcionar lugar y horarios de atención al público, personas que lo atenderán, así como todos aquéllos elementos que permitan y faciliten el pago y la entrega de la información. 
·  Si las primeras veinte fojas que se ordenó la entrega gratuita contiene datos personales, entonces las mismas dejarán de ser de forma gratuita, ello porque el sujeto obligado debe de elaborar la versión pública de conformidad con el artículo 125 de la Ley de Transparencia y, por ende la reproducción corre a cargo del solicitante. 
· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.

7.6. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la información.

7.6.1. Que el Comité de Información analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

7.6.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

7.6.3. El Comité de Información exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien tenía obligación de generar la información no ejerció dichas facultades, competencias o funciones.

7.6.4. La resolución de inexistencia de la información la notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


 Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


7.7. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

7.8. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.9. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando octavo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 243/2016-2 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL AYUNTAMIENTO DE VENADO, SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE SU PRESIDENTE  Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 19 DIECINUEVE  DE ENERO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.
L/OVD. 
� Visible en la foja 1 de autos.


� Visible en la fojas 1 y 4 de  autos.


� ARTÍCULO 1°. – […] Tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública y establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.


� Visible en la foja 24 de autos.


� Visible en la foja 20 y 53 de autos. 


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.


� ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. --Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita.--Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. --La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.


Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.





